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	Resumen

	El presente artículo problematiza los criterios desde los cuales resulta procedente la protección de derechos colectivos por medio del mecanismo judicial de la acción de tutela. La identificación del contexto en el que se realizó el estudio se dio a partir de un análisis jurisprudencial desde el año 1998 hasta el 2015. Se identifica la adecuación de los criterios base que utilizan los jueces constitucionales para darle procedencia a la acción de tutela como mecanismo judicial efectivo en la protección de derechos fundamentales. Se presenta un análisis respecto a la teleología de la Ley 472 de 1998, respecto a su alcance y desarrollo; y se describen los criterios de procedibilidad con base en el de sentencias de la Corte Constitucional, a partir del análisis de hechos, decisión y conclusiones.

	Introducción

	El presente artículo aborda la temática referente a la protección de derechos colectivos por medio del mecanismo judicial de acción de tutela, cuya finalidad es establecer cuáles son los criterios utilizados por la Corte Constitucional para que excepcionalmente se protejan los derechos colectivos por vía tutela, toda vez que si bien la acción procedente sea la acción popular, la Corte ha delimitado unos criterios de procedibilidad en los eventos que de la vulneración de derechos colectivos se vulneren derechos fundamentales. Ahora bien, la característica principal de este problema es que en muchas ocasiones se viola un derecho colectivo el cual genera afectación conjunta a un derecho fundamental y, cuando esto ocurre, excepcionalmente, se podrían proteger los derechos fundamentales y colectivos por vía tutela. Para entrar a analizar esta situación se hace necesario observar cuál ha sido la postura de la Corte a lo largo del tiempo, más desde el año en que entró en vigor la Ley 472 del 98, por lo cual utilizaremos una metodología analítica sobre por lo menos una sentencia de tutela por año del periodo de análisis y así, poder entrar a observar cuáles son los criterios de la corte para darle procedencia a la acción de tutela como mecanismo oportuno de protección de derechos colectivos.

	Metodología

	El desarrollo metodológico del que derivaron elementos para el presente artículo corresponden al proyecto de investigación “Análisis jurisprudencial de la Corte Constitucional en materia ambiental”, cuya interpretación concierne a un método teleológico definido como:

	Aquel conjunto de procedimientos, principios o reglas que permiten al aplicador del derecho, conocer el verdadero alcance, sentido, significado de la norma jurídica, estableciendo de modo preciso la finalidad esencial de ésta, ya sea de forma mediata o inmediata, esclareciendo sus telos de tutela o preservación de los intereses o bienes jurídicos en el orden personal, social, político, económico, jurídico o cultural (Monroy, 2004, p. 180). 

	El proyecto de investigación se divide en 3 fases: sistematización, elaboración y descripción de las fichas jurisprudenciales y operacionalización de objetivos. El artículo presenta el análisis de la fase 2, la cual tiene como objetivo identificar los conflictos en términos de procedencia que se tienen al momento de darle protección a derechos colectivos usando el mecanismo de acción de tutela. Se emplearon técnicas e instrumentos de recolección de datos, más específicamente análisis de sentencias judiciales que se pueden considerar excepcionales, toda vez que dan argumentos sobre el porqué se debe dar o no una protección a los derechos colectivos por medio de acciones de tutela. Además de hacer referencia documental de diversos autores que han tocado el tema y han dado conceptos que pudimos utilizar para coadyuvar al proyecto.

	Problema

	En Colombia no existe la adecuación de criterios firmes y concisos que se deban seguir sobre la protección excepcional de derechos colectivos por medio de la acción de tutela. Por ende, se deja a subjetividad de los jueces constitucionales la elaboración de conceptos para dar una efectiva protección en los casos donde se vean vulnerados derechos colectivos y derechos fundamentales a la vez. Se concluye que, si bien existen criterios para la procedencia de la acción de tutela para proteger derechos colectivos, aún falta estabilidad sobre los mismos. Esto, porque la corte decide tutelar o denegar derechos a su libre albedrío, algunas veces, no siempre, utilizando argumentos diferentes a los establecidos en común por diferentes sentencias judiciales, como lo veremos más adelante, dejando a un lado los precedentes para acogerse a unas consideraciones sin referente alguno. 

	Análisis y teleología de la Ley 472 de 1998

	La Ley 472 de 1998 regula la acción popular, mecanismo judicial por medio del cual se protegen los derechos colectivos. 

	Estas acciones están hechas para darle eficaz protección a los daños que se puedan dar o no; es decir, para que cese un peligro, una amenaza o una inminente vulneración o afectación a los derechos colectivos.

	Es imperativo aclarar cuáles son los que se consideran derechos colectivos ambientales, a partir de la Ley 472 de 1998:

	a) El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias; (...).

	c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. La conservación de las especies animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y restauración del medio ambiente;

	d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; (...).

	g) La seguridad y salubridad públicas;

	j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna;(...).

	l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente; (...).

	m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes; (...).

	Ahora bien, dentro de las sentencias que veremos, encontraremos que el juez constitucional dará fallos, en su mayoría, en pro de los derechos colectivos descritos en los literales a) y c) y pasan a revisión por su carácter especial, además, porque se apelan, pues en primeras instancias los jueces encuentran la acción de tutela improcedente por cuanto, arguyen ellos, están dirigidos a una protección de derechos colectivos, por lo tanto, el medio pertinente es la acción popular, lo que no siempre es cierto.

	Pasaremos a observar entonces, cuáles son las circunstancias especiales en las que estos derechos colectivos se pueden ver protegidos por medio del mecanismo de acción de tutela. Con ánimo de lograr un referente contextual que permita comprensión clara sobre este fenómeno jurídico, se presenta a continuación un referente de autores que han analizado el tema: 

	• En cumplimiento del Artículo 88 de la Constitución Política, la Ley 472 de 1998, reguló las acciones populares para la protección de derechos colectivos en el Artículo 2:

	Acciones Populares. Son los medios procesales para la protección de los derechos e intereses colectivos. Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible (Colombia, 1998).

	La Ley 472 de 1998 es de vital importancia en este estudio, ya que regula las acciones populares y de grupo, las cuales expresa mecanismos encargados de proteger los derechos colectivos. El conocimiento de esta Ley permitirá identificar cuáles son los derechos colectivos y, analizando las jurisprudencias, aportará elementos para encontrar qué circunstancias se tienen que dar para que los derechos colectivos que protegen el medio ambiente se puedan ver protegidos por una acción de tutela.

	• Los derechos colectivos son definidos por Bujosa (1995) como “...bienes no susceptibles de apropiación exclusiva, son intereses de cada uno y a la vez de todos los miembros del grupo, en los que todos son titulares, pero ninguno de ellos es propiamente el titular en sentido clásico”. En esta parte se hace referencia a lo que se podría llamar una generalización de los derechos colectivos, en el entendido de que, si bien todos son titulares de los mismos, no en un sentido clásico, ello no quiere decir que no exista una exención individual; cada quien tiene el privilegio de gozar de derechos colectivos y el goce de una comunidad los hace colectivos. 

	• Por su parte, Mesa (2010), plantea que: 

	(...) es importante no confundir el contenido de los derechos con las categorías específicas de las cuales se compone. Lo anterior debido a que se hace muy recurrente la asimilación de derechos colectivos con derechos de las minorías o con derechos de grupos étnicos. Por tanto, se hace necesario rechazar esta clase de igualaciones epistemológicas al considerar que el contenido general de derechos colectivos es mucho más amplio que las remisiones exclusivas que puedan hacerse a un sólo tipo de derecho (Mesa, 2010).

	Para comprender el anterior apartado, cabe decir que los derechos colectivos en general se podrían ver como un género que encierra especies como lo son los derechos de las minorías o de grupos étnicos. Así se le podría dar un contexto más amplio al término “derechos colectivos”. 

	• Entre tanto, Valencia (2014) aporta que, “los derechos de incidencia colectiva comprenden una variedad de intereses difusos, que no están en la cabeza de un sujeto particular, sino que esparcidos, difundidos entre todos los miembros de una comunidad”. Con lo que se puede inferir entonces que, aunque los derechos colectivos se crean, en principio, a partir de un interés individual, este se difumina entre la comunidad y hace que estos derechos tomen un carácter colectivo.

	Criterios de procedibilidad: desarrollo de análisis jurisprudencial desde 1998 hasta el 2015 sobre criterios a tener en cuenta en la procedencia de la acción de tutela en la protección de derechos colectivos

	A menudo encontramos las diferentes posturas del juez constitucional con respecto de la vulneración de derechos colectivos en conexidad con los derechos fundamentales y su protección por vía tutela; estos conceptos cambian puesto que no existe un concepto fijo del cual se pueda desprender una protección efectiva y, por ende, existen ocasiones donde el mismo juez de tutela se contradice o, según el caso, protege o deniega el derecho vulnerado por considerar la acción de tutela improcedente. Tal improcedencia la argumenta desde los estándares de la Ley 472 de 1998, la cual establece los parámetros de la acción popular.

	En consideración de lo anterior, En la Tabla 1 se presenta un análisis sistemático sobre los criterios a tener en cuenta en la procedencia de la acción de tutela en la protección de derechos colectivos, tomando como mínimo una jurisprudencia por año del periodo de análisis y así, poder establecer qué criterios se han dejado en claro y si efectivamente se están desarrollando correctamente.

	Ahora bien, se dio la protección de los derechos colectivos teniendo en cuenta la vulneración de los derechos fundamentales que se estaba dando de manera directa a los actores y a su núcleo familiar, por ser el hecho dañoso un factor que afecta no solo a los accionantes sino  también a una población como tal; en consecuencia, se da la protección de derechos fundamentales a toda la colectividad, enfocado efectivamente en la protección del derecho fundamental del actor, es decir existe una individualización del actor y se actúa en pro de sus derechos. Esto se puede establecer como el criterio fundamental que utiliza la corte. 

	En el 2000, observamos tal vez el avance más significativo, pues, en este caso, el juez constitucional estableció 5 criterios que servirán de guía para la efectiva protección de derechos colectivos por vía de acción de tutela. Estos criterios son los siguientes:

	1. Que el derecho colectivo resulte trascendente en la vulneración del derecho fundamental, es decir que, la vulneración de los derechos colectivos causen un daño a los derechos fundamentales.

	2. Que exista una conexidad entre la vulneración tanto de los derechos colectivos, como de los fundamentales, lo que se define como conexidad. Criterio que ha ido desapareciendo bajo el entendido que la protección al fin y al cabo se da a la situación de fondo y el resto de protecciones son accesorias. Estos dos últimos criterios resultan ser idénticos y más adelante se unifican.

	3. Que el actor de la acción de tutela o su núcleo familiar se vean afectados en sus derechos fundamentales de manera directa. Es decir, se debe establecer que al momento del fallo de la tutela todavía se configure la afectación, pues de lo contrario, se entenderá como hecho superado.

	4. Que se pruebe, más allá de toda duda razonable, que los derechos fundamentales están siendo vulnerados por la acción u omisión del accionado. Es decir, se deben aportar las pruebas pertinentes, eficaces, eficientes y suficientes para sacar de duda al juez constitucional sobre la efectiva afectación de los derechos fundamentales.

	5. La decisión del juez constitucional debe ir fundamentalmente dirigida a la protección de los derechos fundamentales, más no a los derechos colectivos. Esto quiere decir que la protección de los derechos colectivos debe ser indirecta. El fallo debe ir dirigido estrictamente a la protección de derechos fundamentales más no colectivos. Ahora bien, resulta oportuno que por la protección de los derechos fundamentales se le dé la protección a una o más personas que se encuentren afectados por los mismos componentes fácticos.

	Ahora bien, también establece el juez constitucional, en la sentencia T 1451 del 2000, cuándo es procedente la acción popular. Efectivamente, para la acción popular, la cual se reglamenta por la Ley 472 de 1998, se debe establecer 3 criterios:

	1. Probar la existencia de los hechos que vulneran el derecho colectivo. 

	2. Que efectivamente se esté vulnerando el derecho colectivo.

	3. La responsabilidad del accionado en la ocurrencia de los hechos que vulneran el derecho colectivo. 

	Los 5 criterios que se establecieron para la acción de tutela, los cuales resultan siendo solo 4, son fundamentales para la elaboración de la parte considerativa de las sentencias subsiguientes que deban dirimir conflictos sobre el mismo tema. En general, tenemos que el derecho colectivo que se vulnera, en los casos que observamos, fue el derecho al medio ambiente sano, el cual tiene una doble faceta: bajo la vulneración de este derecho se pueden afectar derechos fundamentales como el derecho a la salud y a la vida digna. En consecuencia, se estableció que, el derecho al medio ambiente sano tiene doble caracterización, siendo así tanto un derecho colectivo como un derecho fundamental. Lo cual nos exige realizar un análisis de fondo, pues, si bien el derecho al medio ambiente sano es un derecho fundamental y colectivo a la vez, también se debe establecer que de este derecho se desprenda una vulneración a otros derechos fundamentales, lo cual es muy común. Es decir, que no basta con la vulneración del derecho al medio ambiente sano, también deben identificarse otros derechos netamente fundamentales que se consideren vulnerados para que así se dé la procedencia de la acción de tutela en la protección de derechos colectivos.

	Además de lo anterior, se puede concluir que, los jueces de única, primera y segunda instancia, en todos los casos, negaron el derecho tutelado por considerar improcedente la acción de tutela. Lo anterior, dado que existen medios como la acción popular, con la que se establece la protección de derechos colectivos. Este hecho es preocupante, puesto que es menester de ellos conocer las sentencias del juez constitucional y acatar los argumentos y bases que estos les den. 

	Conclusiones

	Teniendo en cuenta que el resultado que se pretendió obtener al finalizar el proyecto es identificar las situaciones en las cuales el mecanismo judicial de la acción de tutela es procedente para dar una efectiva protección a derechos colectivos, logramos identificar cuatro criterios claros y que son presentados a continuación:

	1. Que el derecho colectivo genere una vulneración a los derechos fundamentales, o lo que es igual, se protejan los derechos fundamentales de una comunidad.

	2. Que se esté generando una efectiva vulneración de los derechos fundamentales del accionante o su núcleo familiar.

	3. Que se pruebe con suficiente vehemencia que los derechos fundamentales se están menoscabando.

	4. Que el fallo del juez constitucional valla dirigido a proteger los derechos fundamentales.

	Lo preocupante en este caso es que el juez constitucional argumenta de diferentes maneras un mismo tema, dándose así espacio para la subjetividad; es decir, que la corte no se ciñe por sus mismos criterios y generan una sensación de intranquilidad en la comunidad en general, pues tienden a contradecirse. Por ende, se hace necesario establecer estos criterios de una manera vinculante para los jueces de primeras instancias y así velar por una rápida y efectiva protección de los derechos fundamentales.

	Esto resultó del análisis jurisprudencial de las sentencias enunciadas en el acápite sobre criterios de procedibilidad: desarrollo de análisis jurisprudencial desde 1998 hasta el 2015 sobre criterios a tener en cuenta en la procedencia de la acción de tutela en la protección dederechos colectivos.

	Por más que la corte se esfuerce en realizar conceptos sobre la procedencia de la acción de tutela para la protección de derechos colectivos, no en todas las ocasiones se ciñen a los mismos. En consecuencia, en todas las ocasiones en las que se decide sobre la protección de derechos colectivos por vía tutela, se deben observar, así el juez no los mencione, los 4 criterios fundamentales anteriormente enunciados.

	En diferentes sentencias se encontró que el derecho al medio ambiente sano es tanto un derecho colectivo como un derecho fundamental. Situación que es de vital importancia por tanto, en ese sentido, el derecho a un medio ambiente sano sería, sin lugar a dudas, tutelable y, además, no vendría siendo suficiente pretender la protección al derecho colectivo al medio ambiente sano, pues al tener la doble caracterización, tanto derecho colectivo como fundamental, existe como tal una inminente violación a un derecho.

	fundamental, además de estar íntimamente relacionado con otros derechos fundamentales, por ejemplo el derecho a la salud, el cual en casi la totalidad de las sentencias fue tutelado.

	Lo anterior aporta considerablemente al rol profesional del derecho, pues en todo caso, si estos criterios se consideraran, se daría mayor efectividad y celeridad a la hora de buscar la protección al derecho del medio ambiente sano por vía de tutela. Desde un punto de vista académico, el estudio adelantado aporta en la conceptualización de criterios fijos sobre los cuales ceñirse a la hora de identificar si un juez constitucional obró o no bien al incluir en las consideraciones las pautas establecidas en jurisprudencias anteriores. Y, por último, se logró el objetivo del proyecto investigativo, pues, en todo caso, se lograron identificar conceptos claros y concisos sobre la procedencia de la acción de tutela en la protección de derechos colectivos. 
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